El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / INCREMENTO PENSIONAL POR PERSONA A CARGO / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL / SALVO AFECTACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES COMO EL MÍNIMO VITAL O LA PRESENCIA DE UN PERJUICIO IRREMEDIABLE, QUE DEBEN PROBARSE.
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento prestaciones en casos en los cuales el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita. (…)
En el asunto bajo estudio, el señor Jaime Restrepo Pérez reúne la condición de sujeto de especial protección ya que en la actualidad cuenta con 86 años de edad; padece de diferentes enfermedades… y se encuentra hospitalizado…

Sin embargo, esas circunstancias no generan la procedencia del amparo constitucional, ya que para ese efecto es necesario que se cumplan los otros requisitos señalados en la jurisprudencia constitucional, los cuales en el caso particular no se colman.

En efecto, aunque la promotora de la acción, además de la edad y la condición de salud de su esposo, alegó la afectación de su mínimo vital, dejó de acreditar cómo la falta del reconocimiento del incremento pensional solicitado le impida satisfacer sus necesidades básicas…
Pero además, tampoco acreditó estar frente a un perjuicio irremediable que justifique el amparo solicitado y que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que pueda resultar irreversible…
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Disiento en forma respetuosa de la decisión adoptada por la mayoría de la Sala, por cuanto estimo que el amparo ha debido concederse. En consecuencia, transcribo las razones expuestas en el proyecto que inicialmente tuve la oportunidad de presentar y que resultó improbado. En esa ocasión se planteó que: 

“Uno de los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela, tiene que ver con la subsidiariedad. Concretamente, el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, establece que ella es improcedente si se cuenta con otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; sin embargo ha sido aclarado por la jurisprudencia que en ciertos casos, particularmente cuando se trate de sujetos de especial protección, puede recurrirse directamente a la vía constitucional, en garantía de sus derechos fundamentales. También se ha hecho énfasis en que, por regla general, este amparo es improcedente para el reconocimiento de derechos de raigambre laboral, a menos que se den unas condiciones fijadas por la Corte Constitucional…
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Acta No. 159 del 24 de abril de 2019

Expediente No. 66001-31-10-002-2019-00004-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la agente oficiosa del señor Jaime Restrepo Pérez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia local, el 29 de enero último, en la acción de tutela que instauró contra Colpensiones, a la que fueron vinculadas la Dirección de Administración de Solicitudes y PQRS y la Subdirección de Determinación de Derechos de esa entidad.  

ANTECEDENTES

1. Relató la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El accionante, con quien contrajo nupcias el 7 de septiembre de 2006, nació el 3 de octubre de 1932, razón por la cual a la fecha cuenta con 86 años.
1.2 Mediante Resolución No. 7476 de 27 de agosto del 2008, el ISS le reconoció a su cónyuge la pensión de vejez, de conformidad con el decreto 758 de 1990; esa prestación constituye su único ingreso económico.
1.3 Teniendo en cuenta que se cumplen los presupuestos necesarios para obtener el incremento pensional por cónyuge a cargo, establecido en el Decreto 758 de 1990, el 31 de octubre de 2018 se solicitó a Colpensiones su concesión. Sin embargo, esa entidad no accedió a esa petición con sustento en que para su reconocimiento se debía acudir a la jurisdicción ordinaria.
1.4 El citado señor se encuentra hospitalizado en el centro de salud de Chinchiná, desde el 30 de diciembre último.
1.5 Debido al estado de salud, la avanzada edad y las condiciones económicas de su esposo, “no puede esperar la duración de un extenso proceso judicial”; por tanto, este medio carece de idoneidad y se hace necesaria la intervención de juez constitucional. 
1.6 Su cónyuge se encuentra impedido para desplazarse y por tanto debió acudir a la figura de la agencia oficiosa.
2. Considera lesionados los derechos al mínimo vital, vida digna y seguridad social. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones reconocer y pagar el incremento pensional por cónyuge a cargo de que trata el artículo 21 del decreto 758 de 1990, así como el correspondiente retroactivo.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 17 de enero se admitió la acción en contra de la Directora de Administración de Solicitudes y PQRS de Colpensiones.
2. La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones adujo que la solicitud elevada por el actor, para obtener el incremento pensional por persona a cargo, fue resuelta de fondo por esa entidad mediante oficio del 31 de octubre de 2018, en el que se le indicaron las razones por las cuales era improcedente su petición. Además, si el demandante se encuentra inconforme con esa decisión, debe acudir a la vía ordinaria y no formular la acción de tutela ya que esta se caracteriza por ser un mecanismo excepcional y subsidiario, máxime que la pretensión del actor es de naturaleza económica. 

3. Se puso término a la instancia con sentencia del 29 de enero pasado, en la que se declaró improcedente el amparo reclamado.
Para así decidir, el funcionario de primera instancia consideró que en este caso no se satisfacen los requisitos de procedencia excepcional de la tutela para obtener el reconocimiento de derechos pensionales, porque aunque el accionante se encuentra en un precario estado de salud y cuenta con 86 años de edad, está demostrado que desde el año 2002 empezó a disfrutar de su pensión de invalidez, la que fue modificada por la de vejez a partir del año 2008; es decir, tiene garantizado su mínimo vital, más aún cuando no se demostró cómo se afecta esa garantía por percibir solo el salario mínimo legal. Tampoco se cumple el principio de la inmediatez como quiera que transcurrieron más de ocho años, desde cuando fue otorgada la pensión de vejez, para solicitar su incremento y no se dan las condiciones de procedencia del amparo como mecanismo transitorio, pues las condiciones especiales en que se encuentra el actor, no son suficientes para demostrar la necesidad de la concesión del incremento pensional, pues su reconocimiento en nada variaría su condición de salud. 
Se agregó que en la respuesta brindada por la Directora de Administración de Solicitudes y PQRS de Colpensiones, se informan las razones por las que no resulta posible acceder al citado incremento y se requirió al actor para que, en caso de “aspirar a una respuesta mediante acto administrativo es necesario que diligencia y radique su solicitud a través del formato de prestaciones económicas”, a lo cual no procedió, por tanto existen vías administrativas que aún no surtió el interesado a efecto de acceder a lo que pretende lograr por este medio subsidiario, a lo que se suman los medios judiciales ordinarios que se encuentran disponibles, frente a la eventual decisión que adopte la demandada. 
4. Inconforme con el fallo, la promotora de la acción lo impugnó. Alegó que: a) el funcionario de primera sede aplicó una interpretación restrictiva de la jurisprudencia constitucional; b) su esposo es una persona iletrada y no tenía conocimiento del derecho que le asistía a incrementar su pensión, del cual solo se enteró en el año 2018. Además, para la aplicación del requisito de la inmediatez en prestaciones periódicas, prima el principio de la imprescriptibilidad del derecho, es decir que lo que prescribe son las mesadas más no el incremento en sí mismo; c) los funcionarios de Colpensiones fueron quienes les informaron que no era necesaria una reclamación adicional y que con la respuesta suministrada se podía acudir a la vía judicial. Así mismo el Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social solo establece como requisito de la demanda la simple solicitud administrativa, presupuesto que de todas formas no podía ser exigido en este caso al estar en entredicho derechos fundamentales de “inmediato cumplimiento”; d) no se tuvo en cuenta que su cónyuge se encuentra hospitalizado en la ciudad de Manizales y que para su acompañamiento se requiere invertir recursos económicos que afectan el mínimo vital de su núcleo familiar ya que sus ingresos, que se reducen al salario mínimo legal, no son suficientes para cubrir dichos gastos y e) su esposo es una persona digna de especial protección debido a su avanzada edad, su estado de salud y su precaria situación económica, condiciones que le impiden esperar a que se falle la controversia por la jurisdicción ordinaria, cuyo trámite puede durar hasta dos años.  
5. En esta sede, mediante auto del 19 de diciembre último, se puso en conocimiento de la Subdirección de Determinación de Derechos de Colpensiones la nulidad configurada por haberse omitido su vinculación al trámite, con la advertencia de que si no la alegaba dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la tutela para ordenar a Colpensiones reconocer al demandante el incremento de su pensión de vejez por persona a cargo.

3. Sea lo primero afirmar que la promotora de la acción está legitimada para agenciar los derechos de que es titular su cónyuge  Jaime Restrepo Pérez en razón a que este, de conformidad con la historia clínica aportada en la demanda, se encuentra hospitalizado desde el 30 de diciembre de 2018
. 
En esas condiciones, puede afirmarse con toda seguridad que se encuentra impedido para ejercer su propia defensa.

4. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento prestaciones en casos en los cuales el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita. Así por ejemplo, ha dicho: 

“25. Estas prestaciones, de orden legal, buscan que la persona devengue un ingreso periódico -en el caso de la pensión de vejez- o, en su defecto, un único monto de dinero -en los supuestos de indemnización sustitutiva o de devolución de saldos. La consolidación de estos derechos en cabeza de una persona permite que los sujetos solventen sus necesidades básicas, por haber alcanzado una determinada edad que les dificulta seguir trabajando por razones fisiológicas y generacionales, las cuales terminan por afectar los ingresos que en la juventud podían ser percibidos de forma habitual.
 

A partir de lo anterior, es posible advertir que este tipo de prestaciones suelen ser trascendentales en la vida de las personas que con el paso del tiempo ven disminuidas sus opciones laborales y los ingresos familiares, mientras que las funciones vitales, paulatinamente, se van deteriorando. Sin embargo, ello no implica que sea la jurisdicción de tutela la encargada de resolver por regla general este tipo de controversias frente a las cuales se puede acudir a la jurisdicción ordinaria laboral o la jurisdicción de lo contencioso administrativo, según sea el caso. El carácter residual de la acción de tutela les impide a los jueces pronunciarse sobre estos asuntos cuando, apreciando las circunstancias concretas del accionante, existan recursos judiciales efectivos e idóneos, de conformidad con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.

26. Para resolver si una acción de tutela es procedente frente al reconocimiento de estas prestaciones, la Corte Constitucional ha reiterado que, además de la edad del peticionario, se deben valorar otras circunstancias que justifiquen o no la intervención del juez de tutela…  

…

En la sentencia T-391 de 2013
 esta Corporación declaró procedente una acción de tutela que cuestionaba la negativa del Instituto de Seguros Sociales en reconocer la pensión de vejez en favor de un sujeto de 73 años, quien había sido diligente en interponer las acciones procedentes para el reconocimiento de su prestación. En consecuencia, se indicó que se deben estudiar de fondo las acciones de tutela en los casos en los cuales el titular del derecho sea una persona de la tercera edad o que por su condición económica, física o mental se encuentre en una situación de debilidad manifiesta que permita un tratamiento especial y preferente. Esto, por cuanto los rigores de un proceso judicial podrían resultar disonantes y lesivos a sus garantías fundamentales. Además, se precisó que se debe valorar la actividad administrativa y judicial desplegada por parte del interesado para obtener la prestación solicitada.

 

No obstante, en relación con el tema de la tercera edad se consideró que:

“(…) la condición de sujeto de la tercera edad no constituye per se razón suficiente para admitir la procedencia de la acción de tutela. En efecto, reiterando lo expuesto por la Corte en distintos pronunciamientos sobre la materia, para que el mecanismo de amparo constitucional pueda desplazar la labor del juez ordinario o contencioso, según se trate, es también necesario acreditar, por una parte, la ocurrencia de un perjuicio irremediable derivado de la amenaza, vulneración o afectación de derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital y la salud; y, por otra, que someterla a la rigurosidad de un proceso judicial común puede resultar aún más gravoso o lesivo de sus derechos fundamentales”.

…
Como criterios relevantes que deben guiar al juez para determinar la procedencia de la acción de tutela en este tipo de controversias, en cada caso se encuentran (i) la edad del accionante y si en razón de ella es posible presumir circunstancias adicionales de vulnerabilidad o se debe flexibilizar el estudio de procedencia, (ii) la existencia de una afectación al mínimo vital y a la vida digna del peticionario o de su núcleo familia, (iii) la actividad administrativa que ha adelantado el accionante para obtener la prestación pensional siempre que ello se encuentre a su alcance, (iv) la calidad de sujeto de especial protección constitucional del eventual beneficiario de la prestación pensional, (v) la negativa caprichosa y arbitraria en reconocer la existencia de un derecho pensional y (vi) las condiciones de salud de los solicitantes
.

 

5. En el asunto bajo estudio, el señor Jaime Restrepo Pérez reúne la condición de sujeto de especial protección ya que en la actualidad cuenta con 86 años de edad
; padece de diferentes enfermedades, entre ellas neuropatía y EPOC
 y se encuentra hospitalizado, tal como se relató en la demanda, sin que la accionada hubiese controvertido tal hecho.
6. Sin embargo, esas circunstancias no generan la procedencia del amparo constitucional, ya que para ese efecto es necesario que se cumplan los otros requisitos señalados en la jurisprudencia constitucional, los cuales en el caso particular no se colman.

En efecto, aunque la promotora de la acción, además de la edad y la condición de salud de su esposo, alegó la afectación de su mínimo vital, dejó de acreditar cómo la falta del reconocimiento del incremento pensional solicitado le impida satisfacer sus necesidades básicas, es decir que no probó que con el dinero que eventualmente recibiera por ese concepto, podría superar su estado de necesidad.
Pero además, tampoco acreditó estar frente a un perjuicio irremediable que justifique el amparo solicitado y que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que pueda resultar irreversible, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional
: 

“13. Posteriormente, la Sentencia T-007 de 2010, volvió a pronunciarse sobre las peculiaridades que un perjuicio que alguien alegue haber padecido debe tener para ser considerado por esta Corporación como irremediable, remitiéndose a lo que en dicho fallo se identifica como una línea jurisprudencial que viene de la Sentencia T-043 de 2007, exponiendo que:

“En lo relativo a los requisitos para la acreditación de la inminencia de perjuicio irremediable, también existe una doctrina constitucional consolidada, la cual prevé que para que resulte comprobado este requisito debe acreditarse en el caso concreto que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo o suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable (…) la evaluación de los requisitos anteriores en el caso concreto no corresponde a un simple escrutinio fáctico, sino que debe tener en cuenta las circunstancias particulares del interesado (...) Especialmente, deberá analizarse si el afectado pertenece a alguna de las categorías sujetas a la especial protección del Estado. (…) tratándose de sujetos de especial protección, el concepto de perjuicio irremediable debe ser interpretado en forma mucho más amplia (…) es necesario atender las particularidades de la persona individualmente considerada, esto es, en el caso concreto”.

En este caso el actor está percibiendo la pensión por vejez y lo que pretende por este medio excepcional de protección es el pago de un incremento por tener su cónyuge a cargo, sin que, como se dijo, haya demostrado que la falta de dicho incremento comprometa sus calidades mínimas de vida.

Sus condiciones de salud tampoco constituyen motivo para conceder la tutela reclamada, porque, según su historia clínica, ha recibido la atención médica que ha requerido y la falta de reconocimiento del tantas veces citado incremento, no ha sido un obstáculo para la prestación del tratamiento médico requerido, o por lo menos cosa distinta no alegó.

Así las cosas, no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción ordinaria se pronuncia al respecto.

7. Por tanto, como no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar el reconocimiento del mencionado incremento pensional, el amparo resulta improcedente. 

8. Se confirmará entonces el fallo de primera instancia.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 29 de enero último, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Margarita Londoño Londoño, como agente oficiosa de Jaime Restrepo Pérez, contra Colpensiones, a la que fueron vinculadas la Dirección de Administración de Solicitudes y PQRS y la Subdirección de Determinación de Derechos de esa entidad.  

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA 




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO




(Con salvamento de voto)
SALVAMENTO DE VOTO

Proceso:

Tutela

Expediente: 

66001-31-10-002-2019-00004-01

Accionante:

Jaime Restrepo Londoño

Accionado:

Colpensiones

Disiento en forma respetuosa de la decisión adoptada por la mayoría de la Sala, por cuanto estimo que el amparo ha debido concederse. En consecuencia, transcribo las razones expuestas en el proyecto que inicialmente tuve la oportunidad de presentar y que resultó improbado. En esa ocasión se planteó que: 
“Uno de los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela, tiene que ver con la subsidiariedad. Concretamente, el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, establece que ella es improcedente si se cuenta con otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; sin embargo ha sido aclarado por la jurisprudencia que en ciertos casos, particularmente cuando se trate de sujetos de especial protección, puede recurrirse directamente a la vía constitucional, en garantía de sus derechos fundamentales. También se ha hecho énfasis en que, por regla general, este amparo es improcedente para el reconocimiento de derechos de raigambre laboral, a menos que se den unas condiciones fijadas por la Corte Constitucional que ha dicho que: 

“En relación con el carácter subsidiario de la acción de tutela para reclamar el reconocimiento de una derecho prestacional, la Corte Constitucional ha establecido que el juez constitucional deberá verificar los siguientes requisitos: “a. Que se trate de sujetos de especial de protección constitucional. “b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital, “c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada.“ d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados.”

Requisitos que ciertamente se hallan cumplidos en la presente acción, si se tiene en cuenta que el accionante se reporta como una persona de especial protección constitucional, en razón a su edad, 86 años, y a sus quebrantos de salud que le imposibilitan el ejercicio personal del presente amparo; además lo que alega, precisamente, es la afectación de su derecho fundamental al mínimo vital, lo que no fue contrariado por la demandada; en adición, ha intentado infructuosamente, ante Colpensiones, obtener la prestación deprecada y debido sus particulares condiciones de salud y mínimo vital, el proceso judicial no resulta idóneo para la efectiva protección de sus derechos. 

También se supera el presupuesto de la inmediatez porque la decisión administrativa que se reprocha data del 31 de octubre del año anterior, y esta demanda fue radicada el 11 de enero de este año, con lo cual es evidente que no han transcurrido los 6 meses que por regla general ha establecido la Corte Constitucional como tiempo razonable para accionar por esta senda. 

Sigue en consecuencia, perfilar el asunto hacia el reconocimiento, en sede de tutela, del incremento pensional que se ruega en la demanda.

Frente a ello debe decirse, delanteramente, que en relación con ese aumento del 14% por cónyuge a cargo establecido en el acuerdo 049 de 1990, recientemente, en la sentencia T-433 del 2018 la Corte Constitucional zanjó una discusión de vieja data en el sentido de establecer que esa prestación hace parte integral del derecho pensional y, por lo tanto, no está sometido a la regla general de la prescripción ordinaria.

Además, con relación al alcance del literal b del artículo 21 del acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 de 1990 la alta Corporación, en la misma sentencia explicó: 

…F. EL ALCANCE DEL LITERAL B DEL ARTÍCULO 21 DEL ACUERDO 049 DE 1990, APROBADO POR EL DECRETO 758 DE 1990

59. El  literal b de la norma citada, en la que se establece que las pensiones de vejez e invalidez se incrementaran “en un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión”.
 

60. De la lectura de la disposición se advierte que, para que proceda el reconocimiento del incremento es necesario que (i) exista una pensión de vejez o invalidez reconocida, (ii) el acreedor de dicha prestación debe tener cónyuge o compañero (a) permanente que dependa económicamente del primero y (iii) la prestación reconocida debe corresponder a una pensión mínima. Lo anterior, en tanto que ese porcentaje adicional que se reconoce sobre la pensión, tiene la finalidad de compensar los casos en los que existe riesgo de afectación del mínimo vital y, por consiguiente a la vida digna, situación que ocurre con aquellas personas que devengan un monto mensual mínimo y además tienen a su cargo al cónyuge, compañero o compañera.

61.  Sobre el particular, esta Sala en la sentencia T-055 de 2018 manifestó que “el reconocimiento del beneficio económico del 14% por cónyuge o compañera a cargo, se trata de una prestación pensional sin respaldo en cotizaciones al Sistema de Seguridad Social Integral y, por tanto, se debe privilegiar que se reconozca en favor de las personas con menores ingresos. Esto es, quienes siendo beneficiarios de una pensión mínima legal, no cuenten con ingresos económicos adicionales que, por lo menos, garanticen el mínimo vital en conexidad con la vida digna. El “mínimo vital cualificado” como sustento del pago de una prestación que no se financiar con cotizaciones al sistema supondría una inequidad que los jueces no deberían privilegiar con sus interpretaciones”.
Sin perder de vista lo explicado hasta este punto, resta verificar el fundamento de la negativa de Colpensiones para reconocer el incremento pensional que pidió el señor Restrepo Pérez:

En el aludido acto administrativo se dijo:

“Reciba un cordial saludo de la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES. En respuesta a su petición de incrementó del 14% se informa lo siguiente:

"El artículo 10 de la Ley 100 de 1993, establece que el objeto del Sistema General de Pensiones es garantizar a la población el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, invalidez y muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la presente ley, así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos con un sistema de pensiones".

De acuerdo a lo anterior, es pertinente señalar que el régimen contemplado en la Ley 100 de 1993, condensa las prestaciones que hacen parte del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, sin que dentro de las mismas se encuentren los incrementos pensiónales por personas a cargo, toda vez que el esquema financiero del sistema consagrado en dicha norma se concibió sobre la base de que cada persona cimienta su pensión con los aportes que realice durante su vida laboral.

De igual manera Colpensiones, a través de la Circular Interna No. 01 de 2012, se pronunció sobre los incrementos pensiónales y al respecto considera:

"Ahora bien, con respecto a los usuarios que tienen derecho a que se les aplique el régimen de transición consagrado en el articulo 36 de la Ley 100 de 1993, y en tal virtud, pueden pensionarse con base en la edad, el tiempo de servicio, el número de semanas y el monto de pensión establecidos en el régimen anterior al cual se encontraban afiliados al momento de la entidad en vigencia del Sistema General de Pensiones, es necesario aclarar frente a la aplicación del Decreto 758 de 1990 que en efecto, el mismo se aplica exclusivamente respecto a los factores mencionados, sin que sea posible que dicho beneficio se extienda a factores diferentes y mucho menos a otras prestaciones, por lo que teniendo en cuenta que en los términos del artículo 22 del Decreto 758 de 1990 los incrementos son una prestación diferente a la pensión de vejez, tampoco es procedente concederla para los beneficios del régimen de transición."

"Por su parte, los artículos 34 y 40 de la Ley 100 de 1993 que regularon lo atinente a los montos que deben integrar las pensiones de vejez e invalidez respectivamente, nada dispusieron respecto a los incrementos que consagraba la legislación anterior, es decir, los artículos mencionados generaron una nueva regla con respecto al momento de dichas prestaciones, la cual rige a partir de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 quedando derogada la regla anterior que consagraba una disposición diferente.(...)"

En consecuencia resulta oportuno señalar que debe tenerse en cuenta la fecha en la cual fue adquirida la prestación reconocida tipo de prestación vejez mediante Acto Administrativo, ya que de ésta depende el derecho al incremento.

Así las cosas, una vez revisadas las bases de datos de la entidad, se evidenció que la fecha de adquisición de su prestación es 03 de octubre de 1994, por lo tanto es posterior al 1 de abril de 1994 y no es procedente el reconocimiento del incremento pensional en razón a lo antes expuesto.”

Con la mira puesta en la jurisprudencia transcrita reluce evidente el yerro del acto administrativo por medio del cual le fue negada la prestación al actor porque (i) el incremento pensional no es una prestación diferente, contrario a ello, hace parte integral de la pensión de vejez, y (ii) en su caso si es aplicable el régimen consagrado en el acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, porque el 1° de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad.

En efecto al actor le fue concedida una pensión por invalidez mediante la resolución No. 065 del 2002 la que fue convertida en pensión de vejez mediante la resolución No. 7476 del 2008 porque: “(…) el interesado(a) es beneficiaria del régimen de transición previsto por el artículo 36 de ley 100 de 1993, al contar al 1 de abril de 1994 con más de 40 años de edad, le es aplicable el régimen anterior, esto es el contenido en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, el cual en su artículo 10 inciso tercero establece: " La pensión de invalidez se convertirá en pensión de vejez a partir del cumplimiento de la edad mínima fijada para adquirir este derecho".

Así las cosas, en este asunto, partiendo de la premisa de que el incremento pensional es imprescriptible, se tiene claro que (i) existe una pensión de vejez reconocida, (ii) el actor tiene cónyuge que depende económicamente de esa subvención
, así se informó en la demanda y se sustentó con sendas declaraciones extra juicio
, lo que no fue contrariado por la accionada, (iii) y la prestación reconocida corresponde a una pensión mínima, tal como se informó en la impugnación; con lo cual se cumplen los presupuestos necesarios establecidos en la jurisprudencia para conceder el resguardo y ordenar a la accionada el reconocimiento y pago del incremento pensional.  

Por otra parte no tendría que concederse la pretensión orientada a que se reconozcan retroactivamente los incrementos causados porque, siguiendo lo explicado en la sentencia analizada: “58. Por último, es menester aclarar que si bien el derecho al incremento del 14% no prescribe, lo cierto es que esta Corte ha considerado que las mesadas sí lo hacen y que, por lo tanto, los incrementos causados y no reclamados seguirán las reglas de los artículos 488 del CST y 151 del CPT.”; es decir, que sí se columbra idónea la jurisdicción ordinaria para su reclamación”.

Corolario de lo expuesto es que debía revocarse la sentencia impugnada, y en su lugar conceder el amparo invocado y disponer lo pertinente para el reconocimiento y pago del incremento pensional deprecado. 

Dejo así sentada mi posición. 

Pereira, abril 26 del 2019

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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